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La etnicidad surgió como un tema políticamente relevante en la década de 1980, en gran medida, debido al creciente volumen del activismo de 
los pueblos indígenas que demandaban cambios por sus derechos a la tierra, la participación política y la autonomía cultural. Las organizaciones 
étnicas fueron clasificadas dentro de los nuevos movimientos sociales (NMS), junto con proyectos tan diversos como el ambientalismo moderno, 
el feminismo, los derechos de la población LGBTI y el movimiento por la paz. Este enfoque, de ocupar diferentes espacios políticos, era novedoso 
en el sentido de que significaba que la “política” no era vista como algo ajeno a la vida cotidiana, sino como constitutiva de la misma, y, como tal, 
inseparable de sus elementos sociales y culturales. 

Muchos movimientos sociales enfatizaron también la importancia de la identidad y reivindicaron el derecho a un espacio cultural para poder 
expresarse.3 Los gobiernos al ser desafiados, respondieron con reformas constitucionales y legislativas que pretendían reconocer y otorgar 
derechos especiales a los marginados por el “nacionalismo republicano clásico de ciudadanía homogénea”4 que caracterizó a la mayoría de los 
estados en el albor de su independencia. 

La emergencia de los pueblos étnicos como actores sociales y políticos, y la expresión de sus reivindicaciones en torno a la diferencia y el 
reconocimiento de su etnicidad, también está estrechamente relacionado con el desarrollo de una jurisprudencia internacional que ratifica el 
estatus de los derechos étnicos como parte del régimen de derechos humanos.5

El creciente interés internacional por las cuestiones de los pueblos originarios queda ilustrado por una serie de acuerdos, incluyendo el Convenio 
169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT C169), que fue ratificado por la mayoría de los estados latinoamericanos en el año 2000, y la 
Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas (UNDRIP), adoptada en 2007. Estos mecanismos han promovido 
el lenguaje de la ciudadanía, de los derechos y de la democracia en los movimientos étnicos. Asimismo, la reclamación de su derecho a la tierra, 
el acceso a los recursos y el respeto de sus diferencias culturales les ha ayudado a obtener legitimidad a nivel internacional, en el marco de las 
demandas por la realización plena de los derechos humanos de carácter universal.  

En Colombia el surgimiento del movimiento étnico se desarrolló por medio de un proceso político (continuo e intercultural). La respuesta a la 
marginación, la represión y la asimilación ha oscilado entre la resistencia armada (el Movimiento Armado Quintín Lame, MAQL, en la década 
de 1970), el rechazo de los grupos armados (el acuerdo alcanzado con las FARC-EP en el Cauca en 1987), y el diálogo abierto con el Estado. El 
compromiso con estos actores, así como con las organizaciones agrarias y la sociedad, ha estado cada vez más enfocado a la diferencia étnica, 
en la que una cosmovisión6 particular y la resistencia histórica a la invasión exterior son clave para legitimar y promover la recuperación de la 
identidad étnica (colectiva), las tierras y la autonomía. 

En este sentido, la legislación de la era colonial (en forma de resguardos7 y cabildos8) ha proporcionado el fundamento jurídico para estas 
reivindicaciones. Esta nueva “ciudadanía étnica” involucra a comunidades enteras movilizadas en marchas y manifestaciones públicas, así como 
diferentes reivindicaciones de derechos, abriendo espacios para la acción política; mientras al mismo tiempo las oportunidades de participación 
democrática disminuían (por ejemplo, bajo la represión estatal de las reivindicaciones de clase en las décadas de 1960 y 1970).9

El reconocimiento progresivo de los derechos étnicos en Colombia culminó con su inclusión en la Carta Política de 1991 y en las leyes y decretos 
subsiguientes para la formación de autoridades tradicionales, la titulación de tierras comunales y la consulta previa en casos de explotación de 
recursos naturales a partir de la década de 1990 (ver línea de tiempo). Sin embargo, estos derechos han sido vulnerados, a menudo de manera 
violenta, por otros intereses encontrados: actores armados ilegales o actores estatales en su contienda por el poder; el tráfico ilegal de drogas 
y la erradicación de cultivos de uso ilícito; los negocios agroindustriales y los intereses comerciales de la élite terrateniente; los proyectos de 
infraestructura a gran escala y las economías extractivas; así como, el sistema jurídico nacional. 

Lo anterior, se ve reflejado en la historia de los últimos 15 años, en los cuales la Corte Constitucional ha dictaminado casi 20 sentencias declarando 
el estado de inconstitucionalidad, en relación con los derechos de los pueblos étnicos debido a los efectos diferenciados del conflicto violento.10  

EL SURGIMIENTO DEL ACTIVISMO ÉTNICO: CONTEXTO INTERNACIONAL

EL SURGIMIENTO DEL ACTIVISMO ÉTNICO: CONTEXTO COLOMBIANO

PUEBLOS ÉTNICOS EN COLOMBIA: CIUDADANÍA, VICTIMIZACIÓN Y ENFOQUES 
DIFERENCIALES PARA LA CONSTRUCCIÓN DE LA PAZ

Existe un amplio consenso según el cual los pueblos étnicos de 
Colombia –y de América Latina en general– han sido víctimas de una 
discriminación histórica, debido a su relación con el territorio, identidad 
y procesos culturales, así como los prolongados fracasos del Estado 
en la garantía de sus derechos. Adicionalmente también han sido 
el segmento poblacional más afectado, proporcionalmente, por los 
conflictos armados recientes. 
Cuando se iniciaron las negociaciones de paz entre el Gobierno de 
Colombia y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC) 
en 2012, se consideró esencial reevaluar el papel que desempeñan 
los pueblos afrocolombianos, negros e indígenas1 en la sociedad 
colombiana, y las afectaciones diferenciadas que soportaron a raíz de 
la violencia. En respuesta al persistente activismo de las organizaciones 
étnicas durante los cuatro años de negociaciones oficiales, se incluyó 
un “capítulo étnico” separado (aunque reducido) en el Acuerdo de Paz 

para proveer un conjunto de “principios, salvaguardias y garantías” con 
el fin de garantizar los derechos de los pueblos étnicos de Colombia, 
además de restablecer y restaurar los que fueron vulnerados durante el 
conflicto.2

Si consideramos el Acuerdo de Paz y su implementación a la luz 
de la larga –y aún vigente– historia de discriminación estructural, 
violencia epistémica y resistencia basada en la raza y la etnia, se 
abren oportunidades para reevaluar los conceptos de “paz”, “justicia” 
y “reparación”, además de abonar el terreno para una respuesta 
diferencial en el posconflicto que incluya una mayor variedad de 
experiencias de vida. Este Spotlight esboza el duro proceso de obtención 
de derechos étnicos y el surgimiento de la “ciudadanía étnica” en 
Colombia, la inclusión de los derechos étnicos en el Acuerdo de Paz, y 
las implicaciones no sólo para los pueblos étnicos, sino para la sociedad 
colombiana en su conjunto.

LEGISLACIONES CLAVES EN LO QUE ATAÑE A LOS PUEBLOS ÉTNICOS EN COLOMBIA

Siglos XVII
y XVIII: 

1819-1960s: 

1810-1819: 

1851:

1821: 

Reconocimiento de los derechos territoriales de los pueblos indígenas (Resguardos) y de las 
autoridades tradicionales (Cabildos) durante el gobierno colonial, pero bajo la creciente presión 
de las haciendas en expansión, así como la represión de su estilo de vida y sus derechos de las 
tierras indígenas.

Asimilación forzada: Políticas agresivas contra las tierras comunales indígenas y desdén hacia 
sus formas culturales; aumento de la subordinación a los hacendados a través del terraje.

Derechos indígenas reconocidos después de las guerras de independencia.

Abolición de la esclavitud: Reparación económica para los esclavistas, igualdad de derechos 
para los (nuevos) ciudadanos afrodescendientes ante la ley. En la práctica, comenzó un 
sistema de “segregación”. 12

“Ley de los vientres libres”: En la práctica, las obligaciones a la reparación económica de los 
esclavistas y la demostración de las contribuciones sociales prolongaban la esclavitud.11
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Como consecuencia, los movimientos étnicos también han sido pioneros en el uso del concepto de “víctimas del conflicto armado”, 
convirtiéndose en actores clave en el movimiento de paz en general. Se basaron en un discurso de derechos humanos (individuales) 
dentro del marco de sus derechos colectivos como actores étnicos. De hecho, las organizaciones étnicas también han abierto 
oportunidades para examinar nuestras definiciones de términos clave como “territorio”, “victimización” y “reparación”, por ejemplo, 
a través de la legislación para la aplicación de la Ley de Víctimas de 2011 (Ley 1448) para los pueblos indígenas (Decreto-Ley 4633) 
y negros y afrocolombianos (Decreto-Ley 4635). Los dos últimos consideran el daño colectivo sufrido por los pueblos étnicos y 
(particularmente en el caso indígena) reconocen los efectos de la violencia en las relaciones recíprocas entre los seres humanos, los 
lugares y los seres distintos de los seres humanos. En el mismo reconocen a los territorios étnicos como sujetos de derechos y, en 
consecuencia, como víctimas del conflicto armado en sí mismos.

Si bien la legislación nacional sigue reproduciendo estándares y exclusiones legales en materia de identidades étnicas (priorizando 
conceptos como desarrollo, progreso y cultura, por ejemplo), desde 2011 también han surgido espacios para desestabilizar la 
distinción entre lo dado/natural y lo construido/cultural. Lo anterior, ha abierto oportunidades para imaginar el mundo de otra 
manera, y para que el Estado diseñe servicios de atención y reparación que respondan a realidades diversas. Al considerar el 
territorio como víctima, por ejemplo, los pueblos étnicos pueden impugnar la comprensión del Estado del daño, que suele limitarse 
a lo “material” (medio ambiente), a lo “moral” (daño psicológico) o a lo “cultural” (amenazando sus diferentes modos de ser y actuar 
en el mundo), para considerar la necesidad de una “curación espiritual”, orientada a restablecer las relaciones (recíprocas) entre una 
comunidad étnica particular y su territorio animado.17

Los proyectos comunitarios de memoria histórica desarrollados durante el conflicto armado, como los realizados por la Comunidad 
de Paz de San José de Apartadó (Antioquia) o la comunidad de Kitek Kiwe (Cauca),18 también ilustran la naturaleza política, contingente 

1886:

1960s-1970s

1970-85: 

Constitución: Estado unitario, centralizado y católico, con misiones “civilizadoras” a los 
pueblos indígenas.

Creciente conciencia étnica: Convergencia entre las élites liberales, la izquierda radical y los 
movimientos indígenas.

Políticas de “modernización”: Presión social para modificar la estructura agraria, incluyendo 
los resguardos indígenas. Conflictos políticos y territoriales a medida que las reivindicaciones 
étnicas se enfrentan a campañas reforzadas de contrainsurgencia.13

1971: 

Formación del Consejo Regional Indígena del Cauca (CRIC), el primer movimiento de este 
tipo en América Latina, con un manifiesto para recuperar y ampliar las tierras de resguardo, 
fortalecer los cabildos indígenas, abolición del terraje, 14 concientización y aplicación de las 
leyes relacionadas a los pueblos indígenas, defensa de la historia, la lengua y las costumbres 
indígenas; y capacitación de maestros indígenas.

1991: 

1997-2004:

1996:

1993: 

Reformas constitucionales: Acuerdos de paz con los movimientos guerrilleros, incluyendo el MAQL; 
ratificación del Convenio 169 de la OIT sobre Pueblos Indígenas y Tribales; reconocimiento de la 
diversidad cultural y étnica; derechos colectivos para sujetos colectivos (étnicos); valor geopolítico para 
la protección de los pueblos étnicos (y protección de la biodiversidad). En la práctica, los derechos 
étnicos son transversales a los intereses contrarios, incluyendo las grandes obras de infraestructura, los 
recursos mineros y forestales, la presencia de la fuerza pública y los conflictos armados.16

Políticas para mejorar la calidad de vida y el fortalecimiento de los negros y afrocolombianos 
como grupo étnico, incluyendo acciones afirmativas para promover su acceso a programas 
sociales y mejorar sus condiciones de vida.

Aumento de la violencia: Aproximadamente, 6.745 violaciones a los derechos humanos de los 
pueblos indígenas, 1.889 asesinatos políticos y 2.493 detenciones arbitrarias.15  

Decreto 1397: Formación de la Comisión Nacional de Territorios Indígenas y del Comité 
Consultivo Permanente de Pueblos y Organizaciones Indígenas.

Ley 70: Reconoce y otorga la propiedad de territorios ancestrales a las comunidades negras. 

Adopción de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 
Indígenas (UNDRIP por sus siglas en ingles).

Ley 1381: Reconocimiento, promoción, protección, uso, preservación y fortalecimiento de las 
lenguas de los grupos étnicos.

Directiva Presidencial 01: Garantizar el derecho constitucional a la consulta previa y la libre 
participación de los grupos étnicos en los aspectos sociales que les conciernen.

Ley 1448 o Ley de Víctimas: Resultó en una nueva legislación (separada) para las comunidades 
indígenas (4633) y afrocolombianas y negras (4635), definida a través de consultas con sus 
organizaciones.

1985-2010:

Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera

2007: 

2010: 

2010: 

2011: 

2016: 
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EL ACUERDO DE PAZ: ENFOQUES DIFERENCIALES TERRITORIALES Y ÉTNICOS

Es de conocimiento común que la lucha por la tierra22 ha 
sido el motor del conflicto armado en Colombia, el cual se ha 
desarrollado a medida que los grupos armados tratan de controlar 
los espacios, las poblaciones y las economías geoestratégicas. 
En el concepto del territorio como tecnología política, los 
territorios étnicos colectivos se consideran un obstáculo para 
la expansión y el control de los grupos armados, el Estado y 
los poderosos intereses económicos. Lo mismo, da lugar a una 
coerción violenta23 diferente en cada región y a la priorización 
de la propiedad de la tierra por encima de otros conceptos del 
territorio cuando se trata de la construcción de paz.

El Acuerdo de Paz, si bien crea un proyecto innovador para 
la construcción de una “paz territorial” basada en una mayor 
integración territorial, inclusión social y fortalecimiento de la 
democracia,24 también se centra en gran medida en la distribución, 
tenencia y producción de la tierra, y sigue una concepción 
limitada del territorio como escenario de implementación, y 
como espacios (rurales/periféricos/independientes) que las 
instituciones estatales no han tomado debidamente.  Por lo 
tanto, al implementar el Acuerdo, se debe tener cuidado de no 
repetir la misma lógica de “descentralizar-a-pacificar” y prácticas 
territoriales de “limpiar, retener y construir” que fueron cooptadas 
por grupos paramilitares (en el Urabá, por ejemplo) a principios 
de la década de 2000.25

En el presente caso, si bien se ha completado la formulación de 
16 Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET) con la 
participación de más de 200.000 representantes de la sociedad 
civil, incluyendo los pueblos étnicos,26 su ejecución depende de 
la toma de decisiones y la financiación a nivel estatal, y ya han 
surgido escándalos relacionados con irregularidades en la gestión 
de los contratos de paz.27 Un caso de preocupación es el nuevo 
Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022,28 que ha sido criticado 
por estar enfocado en la consolidación militar y agroindustrial 
a expensas de los derechos de las víctimas.29 Además, sigue un 
concepto del territorio y tierra basado en los recursos, en lugar de 
una noción más amplia que permita un enfoque diferencial y más 
innovador del “desarrollo” y la “paz”. En resumen, los procesos 
actuales se quedan cortos para reimaginar el estado o la nación 
(y sus manifestaciones espaciales) de manera que se garantice la 
no repetición y se promueva la justicia espacial, la equidad social 
y una vida digna en los territorios.30

Demostrando lo mismo, el Acuerdo original fue derrotado en 
el plebiscito en octubre de 2016, en parte debido a diferencias 
territoriales racializadas en las que los que se enfrentaron a lo 
peor de la guerra no fueron considerados plenamente como parte 
de la nación. Las zonas con privilegios de clase y raza votaron en 
contra de un acuerdo que habría ayudado a abordar un sistema 
de desigualdad. El desplazamiento interno se triplicó en 2018, 
con impactos significativos en regiones con poblaciones étnicas 
notables, lo que indica una continuación de los mismos procesos 
territoriales racializados y violentos.31

En cuanto al enfoque étnico del Acuerdo de Paz, la inclusión 
de un “capítulo étnico” de última hora compensa en cierta 

medida la falta de participación y un enfoque étnico diferencial 
apropiado a lo largo del proceso de negociación. En este capítulo, 
el Gobierno y las FARC reconocen que los pueblos étnicos han 
contribuido a la construcción de una paz sostenible y duradera, al 
progreso y al desarrollo económico y social del país. En el mismo 
tiempo sufren injusticias históricas a través del colonialismo, la 
esclavitud, la exclusión y el despojo (de sus tierras, territorios y 
recursos), y el conflicto armado interno. Reconocen también 
la necesidad de garantizar el pleno ejercicio de sus derechos 
humanos y colectivos, en el marco de sus propias aspiraciones, 
intereses y cosmovisiones. El capítulo también presenta garantías 
y mecanismos relativos a cada uno de los cinco puntos del 
Acuerdo de Paz, basados en estructuras jurídicas internacionales 
(incluidas la OIT C169 y la UNDRIP) y nacionales.32

La principal salvaguardia para la interpretación y aplicación 
del Acuerdo para los pueblos étnicos se basa en su consulta y 
consentimiento previo libre e informado, lo que tiene el potencial 
de promover el diálogo intercultural y fortalecer la democracia 
en Colombia. Sin embargo, el riesgo es que la consulta sea 
tratada como un procedimiento participativo, que involucra 
a los pueblos étnicos en los proyectos estatales, pero que no 
cuestiona el modelo de desarrollo que se propone, las asimetrías 
de poder involucradas o la persistencia del colonialismo. Es 
decir, perseguiría el “multiculturalismo neoliberal” y garantizaría 
la libertad de contrato y el debido proceso a expensas del 
“multiculturalismo contrahegemónico”, que prioriza la 
autodeterminación y la redistribución de los recursos y el poder, 
tal como lo impulsan los movimientos étnicos y la UNDRIP.33

Las señales de alerta sobre esta situación incluyen los continuos 
retrasos en la aprobación de la legislación para la creación de 
escaños en el Congreso para 16 víctimas del conflicto armado,34   
y las garantías de seguridad para las comunidades étnicas. En 
este último caso, el “Programa Integral de Seguridad y Protección 
para Comunidades y Organizaciones en los Territorios” puesto en 
marcha por el Gobierno en el marco de la aplicación del Acuerdo 
de Paz en abril de 2018, se elaboró sin consultar a las autoridades 
étnicas y no preveía el fortalecimiento de los sistemas de 
seguridad colectiva propios de los pueblos étnicos, como la 
Guardia Indígena y la Guardia Cimarrona, como se estipula en el 
capítulo étnico del Acuerdo. 

El hecho de no incluir a estas organizaciones reconocidas 
internacionalmente indica la reticencia del Estado a garantizar los 
derechos de las comunidades étnicas a la consulta y a reconocer 
su autonomía organizativa.35 Un año después, la violencia en 
los territorios étnicos ha aumentado, al igual que las amenazas 
contra sus líderes,36 mientras que el Gobierno ha lanzado un 
“Plan de Acción Oportuna de Prevención y Protección” (PAO) que 
no fue consultado con las organizaciones de la sociedad civil y 
ha sido criticado por su enfoque militarizado.37 Como resultado, 
las autoridades étnicas que exigen un enfoque diferencial de 
la seguridad y la protección, en lugar de estar apoyadas por el 
Estado han tendido a ser estigmatizadas.38
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CIFRAS CLAVE: PUEBLOS ÉTNICOS Y VÍCTIMAS

LAS COMUNIDADES ÉTNICAS REPRESENTAN:

13.8% 12%
64.7%

de la población total de 
Colombia20

de las víctimas 
registradas del 

conflicto armado21

de los pueblos indígenas se enfrentan a la 
extinción cultural y física debido al abandono 
del Estado, a las incursiones en sus territorios y 
a factores culturales y materiales que afectan su 

desarrollo autónomo.

Los pueblos afrocolombianos y negros han sido los 
más afectados por el desplazamiento forzado, el 
confinamiento y el conflicto armado en general.

y contextualmente específica de la “paz”, entendida no sólo como un proceso en relación con la guerra, sino como una construcción 
comunitaria (basada en el lugar) y la exploración de alternativas a los modelos estatales de justicia restaurativa o punitiva.19
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LECCIONES APRENDIDAS Y DESAFÍOS

    Para entender el conflicto armado 
y sus efectos en los pueblos 

étnicos se tienen que considerar 
sus experiencias y su relación con 
el lugar y con seres distintos de los 
seres humanos, así como sus vínculos 
con los recuerdos del pasado y los 
imaginarios para el futuro.39

2La violencia produce 
transformaciones individuales 

y colectivas, y no sólo en los seres 
humanos y sus “representaciones” del 
mundo, sino también en los espíritus, 
animales y objetos con los que 
interactúan.

3La hegemonía del estado en la 
determinación de lo que es real 

necesita ser examinada, y la existencia 
material (no sólo la cultural) de otras 
entidades como los espíritus y los 
cuidadores de animales necesita 
ser reconocida, para defender la 
multitud de mundos que existen en el 
planeta en sus propios términos (que 
también pueden incluir las prácticas 
“modernas”, la ciencia y la tecnología); 
es decir, el “pluriverso”.40  

4PLas experiencias pasadas deben 
servir para que la “paz territorial” 

se convierta en una realidad 
vivida, en lugar de detenerse en 

la “pacificación” de las diferentes 
regiones, consolidando un modelo 
territorial del Estado centralizado al 
servicio de los intereses económicos 
oligárquicos.

5Los acuerdos, promesas y leyes 
anteriores relativos a los pueblos 

étnicos deben aplicarse en su 
totalidad, y deben considerarse como 
parte central de las nuevas iteraciones 
de la legislación nacional, y no como 
un elemento adicional.

6A través de leyes relacionados 
con la consulta y consentimiento 

previo, libre e informado, los pueblos 
étnicos y sus territorios son a menudo 
vistos como “obstáculos para el 
desarrollo”.41 Su estigmatización por 
parte del Estado y de la sociedad civil 
necesita ser desafiada, y se les debe 
ofrecer apoyo para desarrollar sus 
propias concepciones de paz, justicia 
y memoria, así como proyectos 
alternativos para lograrlas.

7Ver el territorio como sujeto 
de derechos y víctima de un 

conflicto armado ayuda a abordar 
la “diferencia” no sólo en los marcos 
culturales de cómo entender el 
mundo, sino en términos del propio 
mundo conocible.

8Es necesario construir derechos 
positivos, celebrando la 

existencia de otros mundos y seres y 
reconociendo su existencia, en lugar de 
definirlos por su vulnerabilidad.

9Los conceptos de “desarrollo” y 
“economía” deben ser replanteados 

para encontrar alternativas al 
desarrollo, “economías diferentes”42 y 
una “otra política” emancipadora de 
autodeterminación y dignidad.43

10Con altos niveles de 
desplazamiento continuo, los 

pueblos étnicos que viven en zonas 
urbanas y suburbanas, y su relación 
interrumpida con sus territorios 
y formas de vida también deben 
ser considerados, al igual que su 
sentido de pertenencia y su dinámica 
de interacción social limitada por 
fronteras intransitables.44

11Los pueblos étnicos y sus 
organizaciones deben ser 

incluidos en la definición de sus 
propias medidas de seguridad 
y protección, centrándose en la 
prevención e incluyendo respuestas 
colectivas. La Guardia Indígena y la 
Guardia Cimarrona son ya órganos 
de defensa eficaces que deben ser 
reforzados.

1 De aquí en Adelante se referirá a Pueblos Étnicos
2 Oficina del Alto Comisionado para la Paz. 2016. “La paz es conmigo: los pueblos étnicos como 
protagonistas en la construcción de paz.” Disponible en: http://www.altocomisionadoparalapaz.gov.co/
herramientas/Documents/Cartilla-etnias-paz.pdf
3 Stavenhagen, Rodolfo. 2002. “Pueblos Indígenas y el Estado en América Latina: Un debate en 
cuso”, en Rachel Sieder Multiculturalism in Latin America: Indigenous Rights, Diversity and Democracy. 
Basingstoke: Palgrave MacMillan, 24-44. p.32.
4 Wade, Peter. 1997/2010. Raza y Etnicidad en América Latina. Londres: Pluto Press, Segunda Edición. 
p. 1
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